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PRESENTACION 


El presente libro es producto de varios años de discusión alrededor del alcance de los derechos fundamentales de las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos en el contexto de las múltiples violencias que han signado la historia contemporánea en Colombia.


Contribuyendo a la memoria, uno de los epicentros de dichas discusiones puede situarse alrededor de la histórica Sentencia T-025 de 2004, mediante la cual la Corte Constitucional colombiana declaró el Estado de Cosas Inconstitucional en relación con la situación de los derechos de las víctimas del desplazamiento forzado.


Allí, la Corte estableció, con base en la normatividad existente y en el bloque de constitucionalidad, una carta de derechos mínimos y una serie de exigencias al Estado y a la sociedad colombiana que claramente pueden unlversalizarse al total de las víctimas en el país.


Dicha carta, junto con los desarrollos posteriores que la Corte ha venido incluyendo en los autos de seguimiento al cumplimiento de la sentencia citada, contiene el derecho a la verdad, la justicia y la reparación como eje fundamental para la realización de la dignidad humana de aquellas personas que han visto afectada gravemente su ciudadanía por la violación del conjunto de sus derechos, y su pervivencia como sujeto individual y social debido a la reproducción de vejámenes y violaciones graves en procesos sistemáticos de victimización.


El presente libro tiene como base la filosofía política y jurídica que, en criterio de los autores, habría motivado a la honorable Corte Constitucional a desarrollar un histórico proceso de reforma de la institucionalidad, y de cambio en la concepción y diseño de políticas públicas, bajo el enfoque del goce efectivo de derechos, para contribuir de manera coherente en la transformación de una atroz y antidemo crática realidad en la que varios grupos armados ilegales, y agentes de poder, frecuentemente con la promoción y/o cooperación y/o participación y/o complicidad de agentes "supuestamente" legales y grises/opacos que actúan entre la legalidad y la ilegalidad como es el caso de algunos funcionarios pertenecientes al Estado o, incluso, determinados empresarios, han desatado múltiples formas de violencia, vulnerando los derechos humanos de amplios sectores sociales, de por sí tradicionalmente marginados, como el campesinado, los colectivos de mujeres, los sindicatos, los pueblos indígenas y las comunidades afrodescendientes, entre otros.


Esta filosofía política y jurídica impone la necesidad de propugnar dos procesos sociales de carácter urgente en relación con la búsqueda de la paz positiva (GALTUNG, 1985) y con la construcción de un país donde reine la legalidad y un orden democrático: la reparación integral de las víctimas y la construcción de un relato coherente, incluyente e imparcial sobre la memoria histórica y la verdad en relación con los actores, los factores, las causas objetivas de las violaciones y también con los beneficiarios de estas violaciones.


En este orden de ideas, el presente libro se concentra en una, aunque no la única ni necesariamente la más sustantiva al menos en términos monetarios, de las medidas relevantes de la reparación: la restitución, por cuanto, como se presenta en el primer capítulo, el fenómeno del despojo y abandono forzado de tierras y territorios ha sido de tal magnitud, que amerita un compromiso cualificado por parte del Estado y de la sociedad.


A su vez, puede decirse que las situaciones de pérdida de activos y de disolución de proyectos de vida acaecidas por fenómenos de desplazamiento forzado resultan paradigmáticas a la hora de desarrollar una política idónea y eficiente de reparación integral y masiva, consecuente con la magnitud y variedad de los daños causados a las víctimas, las cuales representan más del 10% de la población colombiana.


Como se pretende mostrar en varios apartados de la presente publicación, la forma como se desarrolla el fenómeno de la victimización también da lugar a la necesidad de situar las respuestas institucionales y de política pública en un campo tanto de indagación y reivindicación de la memoria histórica, y de búsqueda de la verdad tanto judicial como social, como de asunción de responsabilidades y de sanciones encaminadas a garantizar la no repetición de los hechos victimizantes.


De esta manera, este texto se aproxima a los dos procesos mencionados en dos partes claramente definidas: la primera comparte una caracterización del despojo violento y del abandono de tierras y territorios, como marco de referencia de lo que vendrán a ser algunos de los principales retos de la restitución de tierras en Colombia; la segunda sitúa la restitución, como medida de reparación, en el marco de la memoria histórica, para lo cual se proponen criterios que configuren, en la práctica administrativa y judicial, un auténtico marco de justicia transicional pro víctima, capaz de equilibrar las relaciones desiguales, asimétricas e incluso en ocasiones bajo abuso de poder e intimidación que instancias del Estado han mantenido con los colombianos históricamente victimizados.


Igualmente, busca aportar a la discusión según la cual, tras las reivindicaciones de las víctimas, en términos de derechos, subyace un proyecto político en el que la transformación es esencial para hacer realidad los requeridos efectos reparadores de la intervención del Estado frente al daño histórico causado a hombres y mujeres cuya ciudadanía ha quedado en entredicho por obra de poderes de facto y formas violentas de imposición de intereses ilegales, grises e ilegítimos.




PRIMERA PARTE 


RETOS DE LA RESTITUCIÓN DE TIERRAS EN EL MARCO 


DE LA REPARACIÓN




CAPÍTULO PRIMERO 


CARACTERÍSTICAS DEL ABANDONO Y DESPOJO 


VIOLENTO DE TIERRAS EN COLOMBIA


LUIS JORGE GARAY SALAMANCA


 


El Estado colombiano tiene hoy una gran oportunidad para reconocer los daños morales y materiales causados por la violencia; ojalá dicha oportunidad no sea desaprovechada porque, de serlo, implicaría un retroceso en lo que atañe al reconocimiento de las víctimas, que hoy representan cerca del 11% de la población colombiana, con una característica fundamental: más del 63% de esa población es joven (menor de 25 años de edad) constituyendo una importante proporción de las futuras generaciones de Colombia.


De la forma como la sociedad decida el reconocimiento de dichos daños dependerá, en cierta medida, la creación de mejores condiciones de convivencia para construir un país con mayor equidad e inclusión social. Este es el gran reto que la sociedad enfrenta hoy.


Es así como, incluso en el debate del proyecto que ha dado lugar a la Ley de Víctimas, uno de los argumentos que se adujo fue que, de tener éxito la norma, el proceso de reparación contemplado y la restitución de tierras (siendo esta apenas uno de los elementos de la reparación integral de las víctimas) habría condiciones para avanzar hacia la paz en Colombia de una manera sostenida.


Ante estas circunstancias conviene comenzar con una breve y sucinta presentación sobre la caracterización básica del patrón de abandono y despojo de tierras en los últimos 30 años; caracterización que permitirá introducir una primera reflexión sobre la magnitud del daño material y moral que ha producido este proceso de victimización. Seguidamente, se procederá a argumentar varias hipótesis, con alguna sustentación empírica e histórica, sobre los crímenes de sistema ocurridos en Colombia, los actores, los procesos y las consecuencias que han tenido en la historia nacional, especialmente alrededor del dominio y la posesión de territorios.


En primer lugar, para indagar cómo ha sido el patrón de despojo y abandono de las tierras en Colombia durante los últimos 30 años, quizá vale la pena delimitar la magnitud del problema: según las cifras de la Tercera Encuesta Nacional de Verificación de la Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado (cfr. GARAY, 2011b), se estima que entre el año 1980 y julio de 2010 se habrían abandonado y / o despoj ado de manera forzosa, como consecuencia del accionar sistemático de algunos grupos violentos legales e ilegales, cerca de 6,6 millones de hectáreas, lo que representa el 15,4% de la superficie agropecuaria de todo el país; es decir, el proceso de despojo se compagina con el carácter masivo de la victimización ocurrida en el país: el 10% de la población colombiana en 30 años.


Esta magnitud del proceso de despojo estuvo concentrada fundamentalmente, en su mayor proporción, en el periodo 1998-2008. Sin embargo, es posible constatar que a partir de los años 1983-1984 empezó de manera sistemática el proceso de abandono y despojo a través de la intervención de poderosos grupos tanto legales como ilegales.


El patrón de despojo devela claramente la estructura rural del país: la excesiva concentración de la propiedad y el elevadísimo grado de informalidad en la relación jurídica del campesinado con la tierra. En general se puede decir que más del 40% de la tierra en Colombia no está formalizada, en términos jurídicos, por parte de los campesinos, puesto que no cuentan con los derechos adquiridos en calidad de propietarios, según la normatividad prevaleciente, al no disponer de escrituras debidamente registradas. Entonces, sobresale en este sentido una primera característica fundamental en el proceso de abandono y despojo forzado: solamente el 21,5% de los campesinos que han sido despojados o han tenido que abandonar forzosamente su tierra cuentan con escritura registrada, es decir, son estrictamente propietarios en el sentido jurídico del término según el Código Civil colombiano.


En cambio, cerca del 70% son meramente poseedores, es decir, tienen una relación informal con la tierra, lo que implica una característica fundamental a la hora de diseñar la política de reparación y de restitución de tierras. Por ello, resulta claro que uno de los objetivos del actual gobierno es, como punta de lanza, como pilar esencial del proceso de restitución y reparación, avanzar en el proceso de formalización de la tierra y esclarecer los derechos y demás relaciones jurídicas que el campesinado tiene con la tierra que posee.


En segundo lugar, el número de hogares que en los últimos 30 años se han visto en la necesidad de abandonar su tierra o que han sido despojados de ella es del orden de 434.000, con la particularidad de que se trata de hogares mayoritariamente campesinos. Si se tiene en cuenta que, en promedio, cada hogar desplazado cuenta con 4,9-5,1 miembros, se trataría de más de dos millones de personas del medio rural afectadas por el abandono y despojo forzado de tierras. Es decir, ha habido un proceso masivo de victimización alrededor del derecho de posesión de la tierra.


Con el agravante de que un 45% de los hogares desplazados tiene jefatura femenina y de ellos un 70% la ejercen mujeres sin cónyuge, aparte de que un 40% de la población desplazada es menor de 15 años de edad. Lo que aunado al hecho de que un 97% de los hogares desplazados estaría bajo la línea de pobreza y un 78% por debajo de la de indigencia (GArAy, 2011a), con muy bajos niveles de educación y capacitación laboral, entre otros rasgos, configura un crucial factor de vulnerabilidad extrema para esta población.


En tercer lugar, dicho proceso de despojo y de abandono forzado de tierras se ha producido especialmente a través del uso de la fuerza; es decir, el desplazamiento forzado y el abandono o despojo de las tierras se da como respuesta o bien ante una amenaza inminente frente el accionar sistemático de grupos legales o ilegales, o bien ante la criminalización sobre familiares, vecinos o sobre la comunidad en general, lo que obliga a los campesinos a desplazarse de sus lugares de origen.


El principal actor desplazador son los grupos narco-paramilitares (con un 32% de los casos en el periodo 1980-julio 2010 y cerca del 40% entre los años 1980 y 2004); el segundo actor fundamental son las "Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia - Ejército del Pueblo" -FARC-EP- (27% y 16% en los respectivos periodos); el "Ejército de Liberación Nacional" -ELN- es el tercero (con un 1,6% y 1,8%), en tanto que a juicio de los mismos hogares desplazados, una alta proporción del resto fueron grupos armados ilegales no identificados (con más del 9%).


Además, debe resaltarse que el 40% de los desplazamientos ha sido masivo (con más de 10 hogares simultáneamente) y el 28% grupal (entre 2 y 10 hogares simultáneamente). Lo anterior significa que se trata de procesos sistemáticos de violencia que es preciso tener muy claros, como se verá más adelante.


En cuarto lugar, la inmensa mayoría de los hogares desplazados en los últimos 30 años tenía una vinculación directa con la tierra, aunque informal como se mencionó previamente, por lo que perdieron su relación material con los bienes rurales; con el agravante de que más o menos un 82,9% de los hogares desplazados perdió algún bien rural como tierra, animales, cultivos, maquinaria y herramientas (GARAY, 2011b); es decir, hubo un proceso de saqueo masivo sobre los hogares desplazados en el país. Por ello, además de las razones jurídicas o jurisprudenciales, tanto internacionales como del bloque de constitucionalidad colombiano, es que se ratifica que un proceso de reparación tiene que atender a esta pérdida masiva de los patrimonios y proyectos de vida de los desplazados en el país, al constatarse que más del 82% tuvo pérdidas de índole material.


En quinto lugar, según diversas leyes, en Colombia cualquier persona que tenga una relación con la tierra por más de un determinado período de tiempo tiene derecho a adquirir la relación formal de propiedad. A principios del siglo xx el periodo era de 20 años; o sea, una vez demostrado el hecho de haber tenido posesión o haber estado aprovechando y cultivando la tierra de manera continua por más de 20 años se cumplía con el requisito de propiedad formal del correspondiente predio. Posteriormente se han venido recortando los plazos de acuerdo con la observancia de ciertas condiciones.


A este respecto es de destacar que, en promedio, los poseedores, los ocupantes de baldío y los ocupantes de hecho que tuvieron que abandonar la tierra o fueron despojados de ella, la habían poseído, al momento del desplazamiento forzado, por un plazo superior a 14,7 años, 10,7 años y 12,9 años, respectivamente.


Es decir, bajo la legislación vigente hoy (no de principios del siglo xx sino de después de 1980) ya todos ellos, o al menos una gran proporción, contarían con un plazo de posesión suficiente como para gozar de facto de una relación formal de propiedad de la tierra. Es este un tema crucial a la hora de diseñar la política de reparación y de restitución, independientemente de la forma jurídica de posesión que tuvieran antes del desplazamiento forzado, en la medida en que puede decirse que la mayoría de los hogares desplazados ya tenían una relación garantizada, efectiva, de propiedad.


En sexto lugar, independientemente de los actores desplazadores, un 82,9% de los hogares aduce que abandonó los bienes raíces rurales en el momento del desplazamiento y, de ellos, más de un 9% tuvo que entregarlo o venderlo presionado.


El abandono es el acto mediante el cual el propietario, poseedor o tenedor que detente cualquier otra relación jurídica con la tierra tiene que desplazarse del lugar y dejarlo por fuerza de la violencia sistemática. Pero en el proceso del desplazamiento pueden materializarse otras modalidades adicionales como cuando se concreta el despojo, es decir, cuando en medio de un proceso sistemático de violencia los agentes legales o ilegales aprovechan el entorno de intimidación para forzar a los campesinos a vender sus tierras a precios bajos, o a transferir la propiedad a los victimarios o a sus testaferros, u otras formas alternativas. En este caso habrá una transferencia de las relaciones jurídicas de la víctima con la tierra a favor del victimario o de sus testaferros.


Ahora bien, a partir de una primera lectura se podría afirmar que al momento del desplazamiento no se habría consumado todavía un despojo masivo de tierras, pero lo que debe indagarse es qué ocurrió durante el transcurso del desplazamiento. Si se tiene en cuenta que el promedio del período del desplazamiento es del orden de ocho años, quiere decir que durante ese período una tierra inicialmente abandonada pudo haber sido tomada en posesión por terceros, de buena o de mala fe.


Como se puede observar frecuentemente en las noticias de prensa, los victimarios o sus testaferros, infiltrados en institutos como el Incoder, en notarías o en diferentes autoridades locales, falsifican los títulos de las tierras y así muchas de ellas quedan transferidas a terceros sin el consentimiento de los poseedores o de los propietarios originales. O, en otros casos, los victimarios propiamente dichos o sus testaferros, o aún actores supuestamente legales o probablemente empresarios reconocidos, utilizan las tierras afectadas por el desplazamiento forzado para desarrollar macroproyectos productivos de carácter privado. Entonces la gran pregunta es: en el transcurso del proceso de desplazamiento, ¿qué tanto despojo se materializó, qué tanto abandono se mantuvo como tal, qué tanto usufructo de tierras abandonadas ha habido a cargo de victimarios o terceros de buena o mala fe?


En séptimo lugar, más del 30% de los hogares encuestados aduce no tener ningún conocimiento sobre qué sucede actualmente con su tierra abandonada o despojada en el lugar de origen, lo cual se explica porque existen todavía condiciones de violencia o inseguridad que impiden que el hogar desplazado tenga una relación directa con sus lugares de expulsión. Un 50% de los desplazados considera que quizá las tierras permanecen abandonadas; pero se trata solo de una posibilidad, no de una aseveración, porque en muchos de los casos se ha perdido la relación directa que se tenía con el lugar de origen.


Solamente un 24% de los hogares desplazados tiene alguna información sobre la dedicación que se le ha dado a la tierra abandonada o despojada; de estos, un 37,7% indica que estaría destinada a pequeñas explotaciones agrícolas, un 10,6% considera que habría sido adaptada a actividades ganaderas, y un 35,4%, que estaría "enmontada"; alrededor del 28% señala que ha habido cambio de propietarios y, en una buena proporción de los casos, también modificación en la composición del territorio o sea, de las regiones circundantes a su predio en términos de una clara variación del uso de la tierra, por ejemplo, el cambio de una producción alimentaria hacia cultivos como la palma africana, el cacao, el caucho, etc., y, en otros casos, recomposiciones relacionadas con la minería o macroproyectos.


Lo anterior muestra que a la hora de diseñar la política de restitución se debe tener en cuenta que probablemente una buena proporción de la tierra podría estar todavía abandonada, por lo que habría que priorizar y focalizar la acción del Estado para hacer más eficiente y eficaz la formalización y restitución. Por el contrario, si se hubiera legalizado el despojo de una elevada proporción de las tierras abandonadas durante el proceso de desplazamiento, la política de restitución exigiría mayores esfuerzos por parte del Estado, no sólo para revertir el despojo y formalizar la propiedad a favor de las víctimas, aparte de desalojar a los victimarios o sus testaferros o aún a terceros de buena fe exenta de culpa, cuando sea del caso, sino, además, para extinguir el dominio de bienes de los victimarios y, en general, para financiar la reparación integral y la restitución efectiva a las víctimas.


En octavo lugar, es importante resaltar un aspecto fundamental y es que, en la mayoría de los casos, la tierra estaba cultivada en una proporción que dependía de la región en que estuviera localizada y con una concentración regional variable en la producción de bienes de la canasta familiar, lo cual debería ser objeto de futuras investigaciones. Si, como parece, se redujo la producción de esos bienes alimentarios, ¿con qué productos se sustituyó?, ¿cómo afectó dicha producción el abastecimiento del consumo interno nacional de esos alimentos y cuál fue su impacto en los precios?


Se conocen datos sobre el aumento significativo de las importaciones de alimentos en el país desde los noventa, pero habrá que profundizar en el análisis sobre relaciones de causalidad y sus impactos diferenciales. Ahora bien, implantar en el país la política de restitución puede representar una buena oportunidad para lograr una recomposición de la producción agropecuaria que facilite la restitución y la reparación transformadora para el campesinado, en la medida en que se logren establecer proyectos de vida con sostenibilidad socioeconómica.


En noveno lugar, a diferencia de lo que se podría pensar, al menos en promedio, las tierras despojadas o abandonadas eran relativamente de buena o aceptable calidad, puesto que, según la Tercera Encuesta referida, una alta proporción tenía rasgos de tierra cultivable: el 80% de los hogares manifiesta que sus tierras tenían agua durante la mayor parte del año; un 54% aduce que no estaban ubicadas en ladera sino en zona plana, y, teniendo en cuenta la falta de infraestructura de comunicación en el país, más del 35% afirma que tenían vías de acceso y comunicación relativamente cercanas a centros de comercialización. He aquí otro rasgo distintivo del proceso de victimización en el país: no se produjo solamente en las tierras de mala calidad, ni en laderas sin disposición de agua, ni en las zonas más alejadas del país.


En décimo lugar, no todo el campesinado era pobre antes del desplazamiento: según la Segunda Encuesta, aproximadamente el 51% era pobre antes del desplazamiento, y el nivel de indigencia era del 31% (GARAY, 2009b, p. 159); pero ocurre que con el proceso de desplazamiento y de victimización, hoy en día los hogares desplazados padecen un nivel de pobreza del 97% y de indigencia del 78%.


Lo anterior significa que en este proceso de desplazamiento, de abandono y despojo forzado de tierras y de victimización masiva ha habido igualmente una masiva pauperización de las víctimas, no obstante los esfuerzos de los últimos años por ampliar el acceso a ciertos servicios sociales del Estado, resultante, entre otras causas, del proceso judicial emprendido por la Corte Constitucional con relación a las políticas gubernamentales sobre desplazamiento forzado desde 2004 a través de la Sentencia T-025.


Pero surge aquí un tema de debate de fondo: no basta con propugnar por la sostenibilidad socioeconómica de estos hogares con cargo única y exclusivamente al asistencialismo, si no se logran restablecer proyectos de vida y proyectos productivos que promuevan dicha sostenibilidad. Ello constituye un serio desafío a la política de reparación integral transformadora en Colombia, puesto que no basta con restituir tierras, sino que se requiere también crear las condiciones adecuadas, además de prestar los servicios sociales necesarios, para asegurar la inclusión social de las víctimas con el pleno ejercicio de sus derechos de ciudadanía.


De esta manera se evitaría una re-victimización de los afectados, porque, en el caso más extremo en que no se lograra la generación de proyectos productivos sostenibles en las tierras restituidas, las víctimas por más que hubieran recibido su tierra, tendrían o bien que abandonarlas o bien que venderlas a precios irrisorios o en condiciones inaceptables y probablemente continuar en condiciones de extrema pobreza. Es esta una de las exigencias más importantes de la reparación en términos de inclusión social, transformación y sostenibilidad socioeconómica de los hogares victimizados en Colombia.


En este punto es preciso recordar que ha habido varias evaluaciones, provenientes de diferentes centros de estudio, sobre las políticas sociales focalizadas emprendidas especialmente durante el gobierno anterior, varias de las cuales todavía siguen en aplicación, aunque en proceso de reingeniería en el actual gobierno. En estas evaluaciones se sostiene que las políticas asistenciales (p. ej., Familias en Acción e incluso la Red Juntos), como políticas sociales del Estado, logran en un inicio mejorar el acceso parcial a la educación, a algunos servicios de salud y a la atención humanitaria, pero que por sí solas no logran "romper" el círculo perverso del asistencialismo y avanzar hacia un círculo virtuoso de autosostenibilidad económica de los hogares beneficiados.


Y esto muestra, entonces, que la política de restitución y reparación debe contar con un componente muy decidido, encaminado no sólo a la prestación de servicios sociales asistenciales, sino a lograr, además, condiciones y entornos favorables para que los campesinos que retornen a su tierra desarrollen actividades productivas y tengan, dentro del modelo de desarrollo rural, un espacio lucrativo donde puedan restablecer proyectos de vida, asegurar su reconocimiento social en el campo como agentes sociales y agentes productivos, y a la vez, como aspecto fundamental, logren alcanzar su sostenibilidad socioeconómica, de lo contrario se corre el riesgo de una "re-victimización de las víctimas". En este sentido, obviamente, la política de restitución y reparación debe ser una política integral, correctiva y transformadora.


En décimo primer lugar se destaca la muy elevada magnitud del daño causado a las víctimas. La sociedad colombiana y el Estado, dentro del propósito de garantizar los derechos a la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición a las víctimas, tienen una obligación impostergable: reconocer el daño material y moral sufrido por las víctimas en este proceso de victimización, producido, en un significativo número de casos, por acción u omisión del Estado.


El Equipo Nacional de Verificación de la Comisión de Seguimiento procedió a hacer una evaluación de los daños tanto materiales como inmateriales de las víctimas en los últimos 30 años, encontrando, ya dos veces de manera reiterada, que los daños materiales, es decir, el patrimonio perdido a través del lucro cesante y el daño emergente, habrían sido del orden de $80 billones (de 2011).


En relación con el daño moral, la Comisión realizó una estimación de acuerdo con tres precedentes jurisprudenciales: el Consejo de Estado, la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el Decreto 1290 de 2008. Así, el daño moral oscilaría entre $27 y $164 billones (de 2011). Es decir, que si se sumaran los dos daños: material e inmaterial, el daño total oscilaría entre $107 y $244 billones (de 2011). Ello equivaldría una cifra entre el 16 y hasta algo más del 35% del pib colombiano. Obviamente, nadie piensa que se puedan reparar estos montos, al menos en un plazo previsible; pero lo que sí muestra esta estimación es la elevada magnitud del daño que ha habido en Colombia por el proceso de victimización masiva.


OEBPS/images/portadilla.jpg
Luis Jorge Garay Salamanca
Fernando Vargas Valencia

Memoria y reparacién:
elementos para una
justicia transicional

pro victima

Universidad Externado de Colombia






OEBPS/images/cover.jpg
Luis Jorge Garay Salamanca
Fernando Vargas Valencia

IViemoria y fapamf;]f]u;

SICI "»EJJ






OEBPS/images/img1.jpg
Gasar SwasANCa, Luis Jorge.

Memoriay rparaci: lmentos para o ustca travsicionl pro it | L Jorge Garzy.
Salamanca, Fernando Vargas Valancia.— Bogots: Uriversidad Externado de Colombia,
2012

157,
Incluye bibliogratia

ISBN: 9789587105149

1. Restitucién de tieras - Colombia 2. Restitucién de tieras — Aspectos juridicos -
Colombia 3. Victimas de 1 violencia - Colombia 4 Desplazamiento forzado - Co-
Tombia. Jusicia transicional - Colombia 6. Conficto armado - Colombia 7. Solucién
de conflictos - Colombia 6. Verdad.justica y reparacion - Colombia L Varga: Valen.
i, Femando . Universidad Externado de Colombia IIL. Titalo

204 sopa1

Catslogasién en s fuente - Uriversidad Extemado ds Colombia. Bibliotecs
Agortods 2012






